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PALACIO LEGISLATIVO, A 29 DE NOVIEMBRE DE 2021. 

 

Asunto: Criterios jurisprudenciales relevantes en las publicaciones del Semanario Judicial de 

la Federación correspondientes al mes de noviembre de 2021. 

 

En los ejemplares del Semanario Judicial de la Federación correspondientes al mes de 

noviembre de 20211, se publicaron los siguientes criterios jurisprudenciales relevantes para 

la Unidad de Evaluación y Control: 

 

FISCALIZACIÓN SUPERIOR, PRESUPUESTO Y DEUDA PÚBLICA 

SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 

PUBLICIDAD DE LOS INFORMES INDIVIDUALES DE LA AUDITORÍA SUPERIOR DE LA 

FEDERACIÓN (ASF). LOS ARTÍCULOS 5 Y 36, ÚLTIMO PÁRRAFO, DE LA LEY DE FISCALIZACIÓN 

Y RENDICIÓN DE CUENTAS DE LA FEDERACIÓN, AL NO PREVER ALGÚN TIPO DE MEDIDA 

PARA TESTAR LOS NOMBRES DE LAS EMPRESAS MENCIONADAS EN LOS INFORMES 

INDIVIDUALES QUE SE PUBLICAN, NO CONTRAVIENEN EL DERECHO AL HONOR, 

REPUTACIÓN Y PRESTIGIO. 

PUBLICIDAD DE LOS INFORMES INDIVIDUALES DE LA AUDITORÍA SUPERIOR DE LA 

FEDERACIÓN (ASF). LA DENOMINACIÓN SOCIAL DE LAS PERSONAS MORALES QUE 

CONTRATAN CON EL ESTADO NO GOZA DE UNA EXPECTATIVA DE PRIVACIDAD EN VIRTUD 

DE LA PRESUNCIÓN CONSTITUCIONAL DE RELEVANCIA PÚBLICA QUE ASISTE A TODO TIPO 

DE INFORMACIÓN RELACIONADA CON RECURSOS PÚBLICOS 

 

RESPONSABILIDADES, TRANSPARENCIA Y RENDICIÓN DE CUENTAS   

TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO 

RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS. LA PARTICIPACIÓN 

ACTIVA DEL DENUNCIANTE EN LA FASE DE INVESTIGACIÓN RELATIVA, NO INCLUYE EL 

ACCESO AL EXPEDIENTE COMO COADYUVANTE DE LA AUTORIDAD. 

 

DERECHO PARLAMENTARIO 

SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN  

DERECHO DE ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA. LA VOTACIÓN POR CÉDULAS 

SECRETAS, CUYO OBJETO VERSA SOBRE EL ESTÁNDAR DE PROTECCIÓN DE DERECHOS 

HUMANOS, VIOLA LOS DERECHOS A LA LIBERTAD DE EXPRESIÓN, DE ACCESO A LA 

INFORMACIÓN Y DE PARTICIPACIÓN ACTIVA EN LA DIRECCIÓN DE LOS ASUNTOS PÚBLICOS 

DEL ESTADO. 

 

  

                                                 
1 Los Semanarios se publicaron los 5, 12, 19 y 26 de noviembre de 2021. 
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INICIO 

 

Época: Undécima Época  

Registro: 2023827  

Instancia: Primera Sala  

Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 19 de noviembre de 2021 10:30 h  

Materia(s): (Administrativa)  

Tesis: 1a. XLIX/2021 (10a.)  

 

PUBLICIDAD DE LOS INFORMES INDIVIDUALES DE LA AUDITORÍA 
SUPERIOR DE LA FEDERACIÓN (ASF). LOS ARTÍCULOS 5 Y 36, ÚLTIMO 
PÁRRAFO, DE LA LEY DE FISCALIZACIÓN Y RENDICIÓN DE CUENTAS DE LA 
FEDERACIÓN, AL NO PREVER ALGÚN TIPO DE MEDIDA PARA TESTAR LOS 
NOMBRES DE LAS EMPRESAS MENCIONADAS EN LOS INFORMES 
INDIVIDUALES QUE SE PUBLICAN, NO CONTRAVIENEN EL DERECHO AL 
HONOR, REPUTACIÓN Y PRESTIGIO. 
 

Hechos: La Auditoría Superior de la Federación (ASF) publicó en su página de Internet un 

informe individual como resultado de un proceso de fiscalización en el que detectó diversas 

irregularidades respecto a la forma en que se contrataron algunos servicios entre un órgano 

del Estado y una empresa; como parte de la información pública se incluyó la 

denominación de la persona moral contratante. La empresa promovió un juicio de amparo 

indirecto en el que planteó la inconstitucionalidad de los artículos 5 y 36, último párrafo, de 

la Ley de Fiscalización y Rendición de Cuentas de la Federación, al aseverar que 

transgreden los derechos a la privacidad y al honor, pues no prevén medidas para proteger 

u omitir su denominación social en los informes publicados. 

 

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación considera 

que los artículos 5 y 36, último párrafo, de la Ley de Fiscalización y Rendición de Cuentas de 

la Federación que establecen que los informes individuales que formula la Auditoría Superior 

de la Federación son públicos, sin prever alguna medida para omitir los nombres de las 

empresas que contratan con el Estado, no vulneran el derecho al honor, reputación y 

prestigio. 

 

Justificación: El artículo 79, párrafo quinto, fracción II, de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos prevé el carácter público de los informes individuales de la 

Auditoría Superior de la Federación a fin de transparentar los resultados de la fiscalización y 

puedan ser conocidos por la ciudadanía, aspecto fundamental para garantizar una 

verdadera rendición de cuentas. Por otra parte, el artículo 79 referido debe entenderse en 

el marco de los principios del diverso artículo 134 constitucional, el cual señala que los 
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recursos económicos de los que disponga, entre otros, la Federación, deben administrarse 

con eficiencia, eficacia, autonomía, transparencia y honradez. De lo anterior se desprende 

un principio general de transparencia en la contratación pública que permea todo el orden 

constitucional, el cual no se agota con el dar a conocer los contratos que celebran los 

particulares con el Estado, sino que, como una exigencia de acceso a la información de la 

ciudadanía, alcanza la planeación, ejecución, evaluación y control del gasto público. En 

consecuencia, los artículos 5 y 36, último párrafo, de la Ley de Fiscalización y Rendición de 

Cuentas de la Federación no vulneran el derecho al honor, reputación y prestigio de las 

empresas, pues la transparencia en la fiscalización de las operaciones relacionadas con 

recursos públicos no tendría sentido si se testara el nombre de los particulares involucrados, 

ya que son éstos quienes prestan los servicios que precisamente constituyen la materia del 

escrutinio. 

 

PRIMERA SALA 

 

Amparo en revisión 752/2019. Desarrollos Jurídicos Integrados, S.A. de C.V. 2 de septiembre 

de 2020. Cinco votos de las Ministras Norma Lucía Piña Hernández, quien está con el sentido, 

pero con salvedad en las consideraciones y reservó su derecho para formular voto 

concurrente, y Ana Margarita Ríos Farjat, y los Ministros Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo 

Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González Alcántara Carrancá. Ponente: Ana Margarita Ríos 

Farjat. Secretario: Juan Jaime González Varas. 

 

Esta tesis se publicó el viernes 19 de noviembre de 2021 a las 10:30 horas en el Semanario 

Judicial de la Federación. 
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INICIO 

 

Época: Undécima Época  

Registro: 2023826  

Instancia: Primera Sala  

Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 19 de noviembre de 2021 10:30 h  

Materia(s): (Administrativa)  

Tesis: 1a. XLVIII/2021 (10a.)  

 

PUBLICIDAD DE LOS INFORMES INDIVIDUALES DE LA AUDITORÍA 
SUPERIOR DE LA FEDERACIÓN (ASF). LA DENOMINACIÓN SOCIAL DE LAS 
PERSONAS MORALES QUE CONTRATAN CON EL ESTADO NO GOZA DE UNA 
EXPECTATIVA DE PRIVACIDAD EN VIRTUD DE LA PRESUNCIÓN 
CONSTITUCIONAL DE RELEVANCIA PÚBLICA QUE ASISTE A TODO TIPO DE 
INFORMACIÓN RELACIONADA CON RECURSOS PÚBLICOS. 
 

Hechos: La Auditoría Superior de la Federación (ASF) publicó en su página de Internet un 

informe individual como resultado de un proceso de fiscalización en el que detectó diversas 

irregularidades respecto a la forma en que se contrataron algunos servicios entre un órgano 

del Estado y una empresa; como parte de la información pública se incluyó la 

denominación de la persona moral contratante. La empresa promovió un juicio de amparo 

indirecto en el que planteó la inconstitucionalidad de los artículos 5 y 36, último párrafo, de 

la Ley de Fiscalización y Rendición de Cuentas de la Federación, al aseverar que 

transgreden los derechos a la privacidad y al honor, pues no permiten ponderar si la 

información de su denominación social es de relevancia pública o interés general, veraz, 

objetiva e imparcial. 

 

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación considera 

que la información publicada en los informes individuales de la Auditoría Superior de la 

Federación relativa a la denominación social de una persona moral que contrata con el 

Estado, tiene una presunción constitucional de relevancia pública por el carácter de los 

recursos que emplean, por lo que no es necesario un ejercicio de ponderación entre su 

publicación y el derecho al honor para determinar si la información es de relevancia 

pública o interés general, veraz, objetiva e imparcial. 

 

Justificación: El artículo 134 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 

establece que los recursos económicos de los que dispongan, entre otros, la Federación, 

deben administrarse con eficiencia, eficacia, economía, transparencia y honradez, 

además de que los resultados de su ejercicio deberán ser evaluados por las instancias 

técnicas previstas en la ley. Así, el proceso de fiscalización y su carácter público constituyen 
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garantías de los principios mencionados; pilares de la rendición de cuentas que permiten 

que el uso de los recursos económicos públicos y su aprovechamiento por parte de los 

particulares sean transparentados. Por tanto, las empresas que contratan con el Estado no 

gozan de una expectativa de privacidad respecto de la publicidad de su denominación 

social en los distintos procedimientos de fiscalización, pues la ciudadanía tiene derecho a 

conocer de manera oportuna a las personas involucradas y la forma en la que se emplean 

los recursos públicos. Por lo que el carácter público del nombre de las empresas, incluyendo 

su mención en los procesos de fiscalización, es una característica que deben aceptar, pues 

se encuentra inmersa en las condiciones de contratación con el Estado Mexicano al existir 

recursos públicos involucrados. 

 

PRIMERA SALA 

 

Amparo en revisión 752/2019. Desarrollos Jurídicos Integrados, S.A. de C.V. 2 de septiembre 

de 2020. Cinco votos de las Ministras Norma Lucía Piña Hernández, quien está con el sentido, 

pero con salvedad en las consideraciones y reservó su derecho para formular voto 

concurrente, y Ana Margarita Ríos Farjat, y los Ministros Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo 

Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González Alcántara Carrancá. Ponente: Ana Margarita Ríos 

Farjat. Secretario: Juan Jaime González Varas. 

 

Esta tesis se publicó el viernes 19 de noviembre de 2021 a las 10:30 horas en el Semanario 

Judicial de la Federación. 
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INICIO 

 

Época: Undécima Época  

Registro: 2023879  

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  

Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 26 de noviembre de 2021 10:37 h  

Materia(s): (Administrativa)  

Tesis: I.12o.A.1 A (11a.)  

 

RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS. 
LA PARTICIPACIÓN ACTIVA DEL DENUNCIANTE EN LA FASE DE 
INVESTIGACIÓN RELATIVA, NO INCLUYE EL ACCESO AL EXPEDIENTE COMO 
COADYUVANTE DE LA AUTORIDAD. 
 

Hechos: El quejoso promovió juicio de amparo indirecto contra la negativa de darle acceso 

a los expedientes físicos, cuyo origen son las denuncias que interpuso en términos de la Ley 

General de Responsabilidades Administrativas. El Juez de Distrito estimó que el denunciante 

no es parte en la etapa de investigación, por lo que no se le otorga la posibilidad de tener 

acceso a los expedientes; inconforme, promovió recurso de revisión. 

 

Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito determina que la participación activa 

del denunciante en la fase de investigación de responsabilidades administrativas es sólo 

con el fin de exponer actos u omisiones que pudieran constituir o vincularse con faltas en 

relación con los hechos de autoridades denunciadas y para impugnar en la vía 

correspondiente el acuerdo de conclusión o abstención de la autoridad investigadora de 

iniciar el procedimiento relativo, pero en modo alguno incluye el acceso al expediente 

como coadyuvante de la autoridad. 

 

Justificación: Lo anterior es así, ya que la Ley General de Responsabilidades Administrativas 

prevé una etapa de investigación y otra de substanciación, donde propiamente inicia el 

procedimiento de responsabilidades administrativas, y es en esta última donde de 

conformidad con el artículo 116, fracción IV, de la mencionada ley, el denunciante 

adquiere la calidad de tercero. En ese contexto, la participación activa que se le otorga 

en la fase de investigación sólo es en su carácter de denunciante de hechos; máxime que 

el régimen de responsabilidades de los servidores públicos no tiene como propósito 

fundamental salvaguardar intereses particulares, sino de la colectividad. 

 

DÉCIMO SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER 

CIRCUITO. 
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Amparo en revisión 58/2021. 17 de junio de 2021. Unanimidad de votos. Ponente: Arturo 

César Morales Ramírez. Secretaria: Rita Isabel Díaz Santiago. 

 

Esta tesis se publicó el viernes 26 de noviembre de 2021 a las 10:37 horas en el Semanario 

Judicial de la Federación. 
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INICIO 

 

Época: Undécima Época  

Registro: 2023810 

Instancia: Primera Sala  

Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 19 de noviembre de 2021 10:30 h  

Materia(s): (Constitucional)  

Tesis: 1a./J. 41/2021(11a.)  

 

DERECHO DE ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA. LA VOTACIÓN POR 
CÉDULAS SECRETAS, CUYO OBJETO VERSA SOBRE EL ESTÁNDAR DE 
PROTECCIÓN DE DERECHOS HUMANOS, VIOLA LOS DERECHOS A LA 
LIBERTAD DE EXPRESIÓN, DE ACCESO A LA INFORMACIÓN Y DE 
PARTICIPACIÓN ACTIVA EN LA DIRECCIÓN DE LOS ASUNTOS PÚBLICOS DEL 
ESTADO. 
 

Hechos: Diversas personas, físicas y morales, promovieron juicio de amparo indirecto en 

contra de la imposición de un mecanismo de votación por cédula secreta sobre un 

dictamen de reforma constitucional local, cuyo objetivo consiste en garantizar el 

matrimonio igualitario en una entidad federativa, atribuible a diversas autoridades adscritas 

al Poder Legislativo local, al considerarlo violatorio de, entre otros, el derecho a participar 

activamente en la dirección de los asuntos públicos del Estado, en relación con la libertad 

de expresión y el acceso a la información pública. 

 

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina 

que el Poder Legislativo se encuentra obligado a actuar bajo un régimen de transparencia 

en el ejercicio de sus facultades constitucionales. Así, el sentido de la votación emitida sobre 

un dictamen de reforma, legal y/o constitucional local, cuyo objetivo sea el reconocimiento 

del alcance de un derecho humano dentro de una entidad federativa, constituye 

información pública de la que son titulares los ciudadanos, toda vez que se trata de 

información dotada de carga política y deliberativa, y que es necesaria para la formación 

razonada de una opinión pública. En ese orden de ideas, la imposición de una votación 

por cédulas secretas, en el contexto de polarización que puede generar el tema de fondo 

de un dictamen de reforma constitucional, es violatoria de los derechos a la libertad de 

expresión, de acceso a la información y de participación activa en la dirección de los 

asuntos públicos del Estado. 

 

Justificación: Existen tres clases de votaciones: la económica, la nominal y la realizada por 

cédula. Las primeras dos –económica y nominal– son formas de votación pública en la 

medida en que las y los representantes populares hacen explícito el sentido de su voto 
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frente a la ciudadanía; en la clase ulterior –por medio de cédula–, no se conoce el sentido 

del voto de cada legislador, toda vez que se realiza depositando las respectivas cédulas 

en una ánfora; esta última forma de votación está pensada para la elección de cargos y 

nombramientos, no para iniciativas de leyes o reformas constitucionales, ya que se inhibiría 

la participación efectiva de la ciudadanía en los asuntos de interés público del Estado, así 

como su capacidad para consolidarse como una oposición democrática. 

 

PRIMERA SALA 

 

Amparo en revisión 27/2021. 18 de agosto de 2021. Cinco votos de las Ministras Norma Lucía 

Piña Hernández, quien reservó su derecho para formular voto concurrente, y Ana Margarita 

Ríos Farjat, y los Ministros Juan Luis González Alcántara Carrancá, Jorge Mario Pardo 

Rebolledo, quien reservó su derecho para formular voto concurrente, y Alfredo Gutiérrez 

Ortiz Mena. Ponente: Juan Luis González Alcántara Carrancá. Secretarios: Pablo Francisco 

Muñoz Díaz y Fernando Sosa Pastrana. 

 

Tesis de jurisprudencia 41/2021 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, 

en sesión privada de diez de noviembre de dos mil veintiuno. 

 

Sentencias 

AMPARO EN REVISIÓN 27/2021. 

 

Esta tesis se publicó el viernes 19 de noviembre de 2021 a las 10:30 horas en el Semanario 

Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del 

lunes 22 de noviembre de 2021, para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo 

General Plenario 1/2021. 


